Cuestionario de la Relatora Especial de la ONU sobre la situación de los Defensores de los Derechos Humanos para los Estados Miembros y observadores. 2020
Contribución del Ecuador
1.- ¿Acepta su Gobierno el derecho legítimo a defender los derechos humanos y si un defensor o defensora es asesinado en el desempeño de su labor, lo condena públicamente?
El Estado ecuatoriano se ha comprometido a diseñar e implementar políticas públicas con enfoque de derechos humanos y género; y observando ejes transversales como son la discapacidad, la movilidad humana y la diversidad de pueblos y nacionalidades. Este compromiso se plasma en el Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 “Toda una Vida”. En este contexto, con la participación de varias entidades públicas y los consejos de igualdad, desde hace un año, se viene construyendo “la Política Integral de Promoción y Protección de los Derechos de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y de la Naturaleza” que contempla una serie de compromisos institucionales orientados a asegurar la continuidad del trabajo de las defensoras y defensores de los derechos humanos y de la naturaleza de una forma libre y segura ante los diversos riesgos que afronta el ejercicio de su labor; así mismo, la adopción de acciones dirigidas a la prevención de la violencia, las medidas para identificar y eliminar los obstáculos que enfrentan las defensoras y defensores y asegurar que los agentes del Estado o actores particulares no incurran en la vulneración de sus derechos. 

Estas acciones deben complementarse, de manera intersectorial, con políticas, planes y programas dirigidos a promover, institucional y socialmente la toma de conciencia sobre el papel fundamental que cumplen las personas defensoras de derechos humanos, así como la necesidad de garantizar las condiciones de seguridad para el ejercicio de su trabajo. En las reuniones interinstitucionales mantenidas en relación con el Mandato de las Mujeres Amazónicas Defensoras de la Selva de las Bases Frente al Extractivismo, se reafirmó la necesidad de diseñar una Política Integral de Promoción y Protección de los Derechos de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y de la Naturaleza.

2.- ¿Ha habido algún caso de personas defensoras de los derechos humanos asesinadas en su país desde el 1 de enero de 2019 hasta el 30 de junio de 2020? 
De acuerdo al artículo 254 del Código Orgánico de la Función Judicial, el Consejo de la Judicatura es el órgano único de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de la Función Judicial, que comprende: órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos auxiliares y órganos autónomos.

El Consejo de la Judicatura es un órgano instrumental para asegurar el correcto, eficiente y coordinado funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, autónomos y auxiliares. En ningún caso, el Consejo de la Judicatura se considerará jerárquicamente superior ni podrá atentar contra la independencia para ejercer las funciones específicas de las juezas y jueces, de las y los fiscales y de las defensoras y defensores públicos. 

Con este contexto cabe señalar que el Consejo de la Judicatura no ha recibido denuncia alguna con respecto a casos de personas defensoras de los derechos humanos asesinadas desde el 1 de enero de 2019 hasta el 30 de junio de 2020.

En los Órganos Jurisdiccionales, se sancionan los delitos, en función de los mismos, no en relación a las actividades que realizan o realizaban las víctimas de estos delitos. 

3.- ¿Cuántas condenas de los autores de asesinatos de defensores y defensoras de los derechos humanos hubo en su país desde el 1º de enero de 2019 hasta el 30 de junio de 2020? 
La Fiscalía General del Estado a través de la Dirección de Estadística y Sistemas de la Información “dirige el levantamiento, procesamiento y análisis de información estadística institucional, a fin de contribuir a la provisión de información cuantitativa que apoye la gestión institucional, toma de decisiones y proporcione respuestas a requerimientos de información tanto interna como externa dentro de los ámbitos de intervención institucional (…)”. 
Sin embargo, actualmente la Fiscalía no cuenta con información disgregada sobre las personas defensoras de derechos humanos.

 

Sobre la base del principio de igualdad jurídica, las atribuciones y responsabilidades constitucionales de la Fiscalía General del Estado se dirigen de manera general a todo aquel acto ilícito, contemplado en el Código Orgánico Integral Penal, el cual debe ser sometido a investigación pre procesal y procesal penal. Es decir, los hechos ilícitos presuntamente ejecutados, y puestos en conocimiento de la Fiscalía (en este ejemplo, todo los asesinatos) mediante la denuncia por cualquier ciudadano o ciudadana, o conocidos de oficio, deben ser investigados con eficiencia y dentro del marco del respeto a los derechos humanos, sin que exista distinción alguna relacionada a aquellas personas que sean consideradas o se consideren como defensoras o defensores de los derechos humanos. 

Es decir, se investigan los asesinatos de todas las personas, independientemente de quienes sean u oficio tengan. El resultado procesal de la imputación penal, si devino en sentencia o sobreseimiento, por ejemplo, lo lleva el Consejo de la Judicatura, ya que es decisión de los jueces. En ese marco, la entidad encargada de emitir de las condenas, sentencias, autos, es la Judicatura, según lo establece el Código Orgánico de la Función Judicial (art. 129); la FGE no lleva registro de sentencias sino de Noticias del Delito (ndd) y o procesos iniciados en investigación. 
El Consejo de la Judicatura, es parte activa del Diseño e Implementación de la Política integral para la Promoción y Protección de los Derechos de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y de la Naturaleza, cuyo Objetivo General es: 

“Garantizar el ejercicio efectivo de los derechos de las personas defensoras de los derechos humanos y de la naturaleza.”
Y sus Objetivos específicos son:

1.- “Desarrollar y fortalecer mecanismos de prevención y protección, considerando las condiciones a las que están expuestas las personas defensoras de derechos humanos.
2.- Implementar un sistema nacional que promueva y garantice la protección integral de los derechos de las personas defensoras de los derechos humanos y de la naturaleza.”
La mesa de trabajo que está conformando la Red de Defensores es: la Fiscalía General del Estado, Ministerio de Gobierno, Defensoría Pública, Consejo Nacional para la Igualdad de Género, Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades, Defensoría del Pueblo, Secretaría de Derechos Humanos y Consejo de la Judicatura.

Es así que la acción estatal debe comprender la obligación de proteger y garantizar los derechos a la vida e integridad personal de las defensoras y defensores de derechos humanos cuando se encuentran en situación de riesgo. Esta labor de protección requiere la adopción de medidas urgentes y mecanismos expeditos y especializados de protección, y conjunto de normas y políticas vinculadas a un sistema integral orientado a promover y proteger a quienes cumplen la labor de la defensa de derechos. Las acciones de protección deben partir de reconocer las causas en las que trabajan las y los defensores, y por las cuales afrontan el riesgo de la violencia, así como el contexto social y geográfico en el que trabajan. De igual forma, las autoridades competentes a la labor de analizar y proveer la protección deben considerar los ámbitos de trabajo, los rasgos y condiciones particulares de las personas a proteger, al ser posibles factores de agravamiento de la situación de riesgo, como la raza, la autoidentificación de género y la pertenencia a un grupo étnico.

4.- ¿Cuenta su Gobierno con un procedimiento para responder a las amenazas de muerte contra las personas defensoras de los derechos humanos?  
En cumplimiento a lo dispuesto en convenios internacionales, el Estado ecuatoriano a través de su ordenamiento jurídico interno ha adoptado por implementar el Sistema Nacional de Protección y Asistencia a Víctimas, Testigos y Otros Participantes en el Proceso Penal, SPAVT, el cual busca asegurar la participación de las víctimas y testigos sin distinción alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, arte, oficio o profesión; siendo su principal finalidad garantizar y facilitar su intervención en las diferentes etapas procesales y evitar que los delitos queden en la impunidad, en coordinación con la autoridad competente -juez o fiscal- que solicitó el ingreso al mencionado sistema. 

5.- ¿Cuenta su Gobierno con garantías jurídicas y otras medidas de protección, o está dispuesto a adoptarlas, para que los defensores y defensoras de los derechos humanos puedan realizar su labor sin ser perseguidos?
La Secretaría de Derechos Humanos del Ecuador (SDH) desarrolló lineamientos para la elaboración de la Política Integral de Promoción y Protección de los Derechos de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y de la Naturaleza. Para el efecto se convocó al Ministerio de Gobierno, a la Fiscalía General del Estado, al Consejo de la Judicatura, a la Defensoría Pública, a la Defensoría del Pueblo, al Consejo Nacional para la Igualdad de Género y al Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades a una reunión de trabajo que se llevó a cabo el día 16 de diciembre de 2019, mediante la cual se conformó una mesa interinstitucional con el objetivo de dar seguimiento a los compromisos asumidos por las instituciones y a los avances obtenidos en el proceso de diseño e implementación de la política. Dentro de la Agenda de la Mesa Técnica para la construcción de la Política Pública se ha validado el documento de” Propuesta Teórico-Conceptual para el Diseño e Implementación de la Política Integral para la Promoción y Protección de los derechos de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y de la Naturaleza”, por las instituciones participantes; y, ha arrancado la fase de socialización del documento con las organizaciones no gubernamentales de personas defensoras de Derechos Humanos y de la Naturaleza, a fin de que se realice un proceso participativo de creación de la Política Pública. Según el cronograma de trabajo, la versión final del documento debe ser presentada en el mes de noviembre de 2020.

6.- ¿Podría usted compartir buenas prácticas (basadas en evidencias) que hayan demostrado ser eficaces para hacer frente a las amenazas de muerte? ¿Y para evitar que dichas amenazas se traduzcan en el asesinato o asesinatos de personas defensoras de los derechos humanos? 
De forma permanente y continua, la Dirección del Sistema Nacional de Protección y Asistencia a Víctimas, Testigos y Otros Participantes en el Proceso Penal (SPAVT) realiza el seguimiento a las 23 Unidades Provinciales de Protección y Asistencia en territorio, brindando capacitación al personal administrativo de las Unidades Provinciales del SPAVT, conformadas por equipos interdisciplinarios en el área de trabajo social, jurídico, psicólogo y agentes de protección a víctimas UPVT, en temáticas relacionadas a protección y asistencia, pero sobre todo con un enfoque centralizado en conservar y mantener en estricta reserva y confidencialidad la información como nombre, domicilio, ubicación, identidad, entre otros aspectos relativos al procedimiento de protección y asistencia de las personas protegidas por el SPAVT, fundamentando su accionar en instrumentos legales (Actas de Reserva y Confidencialidad), con la finalidad de salvaguardar su integridad física, psicológica y social. 

La Dirección Nacional del SPAVT, en coordinación con la Escuela de Función Judicial del Consejo de la Judicatura, elaboraron un curso denominado “Sistema Nacional de Protección y Asistencia a Víctimas y Testigos y otros participantes en el proceso penal”, con el propósito de dar a conocer el procedimiento de ingreso, permanencia, egreso y exclusión de las personas protegidas a todos los operadores de justicia, entre los que se encuentran jueces, fiscales, secretarios y ayudantes judiciales y a todos los servidores públicos, que de manera directa o indirecta, intervienen en los procesos de protección y asistencia brindada por el SPAVT. 

De la misma forma, el Sistema de Protección a través de la Dirección Nacional del SPAVT, ha coordinado acciones concernientes a la aplicabilidad del principio de RESERVA Y CONFIDENCIALIDAD, con instituciones como el Consejo de Regulación, Desarrollo y Promoción de la Información y Comunicación y la Dirección de Asesoría Legal y Patrocinio de la Fiscalía General del Estado, relacionada con los peligros que se suscitan de la exposición y divulgación pública de la información confidencial, con el propósito de evitar la vulneración de los principios fundamentales e impidiendo el incremento de los niveles de riesgo del protegido, funcionario y toda persona que se encuentre bajo el sistema de protección, fortaleciendo y garantizando el manejo de la información y documentación generada en el sistema. 

Los servidores policiales, que forman parte del equipo SPAVT, por medio de la Jefatura Nacional de la Policía Nacional, capacitan de forma permanente a sus servidores; así como también, se establece en el ámbito administrativo de la Institución que, para ser parte del Sistema Nacional de Protección y Asistencia SPAVT, deberán aprobar un curso de protección y asistencia. 

Adicionalmente, y sin perjuicio de lo anterior, la Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana de la Fiscalía General del Estado, en el marco de sus atribuciones emitió las "Directrices sobre la aplicación de instrumentos internacionales en la investigación pre-procesal y procesal penal sobre infracciones cometidas en contra de personas defensoras de derechos humanos", mismas que acompaño al presente. 
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